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I
nternational Standard Setting in the Public Interest es el título del IFAC Policy Position dado a conocer el pasado 12 de diciembre.
Entre otras cosas, este documento resalta como los acuerdos que hacen posible la emisión de estándares suponen el establecimiento de apropiadas estructuras de administración y de supervisión que aseguren la protección del interés público.

En ese orden de ideas, el documento recuerda la organización del Public Interest Oversight Board (PIOB), que supervisa, entre otros, a los cuerpos de ifac que diseñan estándares de aseguramiento, educación y ética, organismo que tiene sede en Madrid, España y que trabaja junto con el Comité de Supervisión Bancaria de Basilea, la Comisión Europea, el Foro de Estabilidad Financiera, la Asociación Internacional de Supervisores de Seguros, la Organización Internacional de Comisiones de Valores y el Banco Mundial. Como lo resaltamos recientemente, el piob además actúa como observador del Foro Internacional de Reguladores de la Auditoría Independiente.
Como se recordará, el decreto 2160 de 1986 organizó un Consejo permanente para la revisión de las normas contables, encomendándole someter las normas contables “continuamente a una revisión científica que asegure su vigencia frente a los nuevos fenómenos económicos, así como la bondad de las mismas”, funciones en desarrollo de las cuales el Consejo elaboró el proyecto que se convirtió en el decreto 2649 de 1993. Este decreto cambió el nombre de tal Consejo por el de Consejo permanente para la evaluación de las normas sobre contabilidad, que funcionaría “con el propósito principal de propender a través de sus conclusiones porque las normas legales sobre la contabilidad redunden en información neutral, con fidelidad representativa, adecuada a las características y prácticas de las diferentes actividades económicas”
Desde la organización en 1990 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública, la existencia del Consejo permanente para la evaluación de las normas sobre contabilidad ha sido muy cuestionada y su funcionamiento irrisorio.
Creemos que en desarrollo de los principios de “Democratización y control social de la administración pública”, que son de origen constitucional y que entre otras normas están consagrados en la Ley 489 de 1998, el Consejo permanente para la evaluación de las normas sobre contabilidad debería ser transformado en un cuerpo supervisor de los reguladores y emisores de normas de contabilidad y aseguramiento, que contribuya a aumentar su transparencia y responsabilidad para con el público.

Esta sería una gran oportunidad para dar voz a todas las partes interesadas en la adopción y aplicación de dichas normas, reconociendo, como lo hace ifac en el documento citado al principio de este escrito, que la regulación moderna es el fruto de una acción conjunta entre los sectores público y privado.
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